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[bookmark: _Toc241144684]NORMATIVA APLICABLE

Constitución de la República del Ecuador:

“Art. 226.- Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”.

“Art. 227.- La administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación”.

“Art. 355.- El Estado reconocerá a las universidades y escuelas politécnicas autonomía académica, administrativa, financiera y orgánica, acorde con los objetivos del régimen de desarrollo y los principios establecidos en la Constitución. Se reconoce a las universidades y escuelas politécnicas el derecho a la autonomía, ejercida y comprendida de manera solidaria y responsable. Dicha autonomía garantiza el ejercicio de la libertad académica y el derecho a la búsqueda de la verdad, sin restricciones; el gobierno y gestión de sí mismas, en consonancia con los principios de alternancia, transparencia y los derechos políticos; y la producción de ciencia, tecnología, cultura y arte. Sus recintos son inviolables, no podrán ser allanados sino en los casos y términos en que pueda serlo el domicilio de una persona. La garantía del orden interno será competencia y responsabilidad de sus autoridades. Cuando se necesite el resguardo de la fuerza pública, la máxima autoridad de la entidad solicitará la asistencia pertinente. La autonomía no exime a las instituciones del sistema de ser fiscalizadas, de la responsabilidad social, rendición de cuentas y participación en la planificación nacional. La Función Ejecutiva no podrá privar de sus rentas o asignaciones presupuestarias, o retardar las transferencias a ninguna institución del sistema, ni clausurarlas o reorganizarlas de forma total o parcial”.

Ley Orgánica de Educación Superior:

“Art. 2.- Objeto. - Esta Ley tiene como objeto definir sus principios, garantizar el derecho a la educación superior de calidad que propenda a la excelencia interculturalidad, al acceso universal, permanencia, movilidad y egreso sin discriminación alguna y con gratuidad en el ámbito público hasta el tercer nivel”.

“Art. 17.- Reconocimiento de la autonomía responsable. - El Estado reconoce a las universidades y escuelas politécnicas autonomía académica, administrativa, financiera y orgánica, acorde con los principios establecidos en la Constitución de la República. En el ejercicio de autonomía responsable, las universidades y escuelas politécnicas mantendrán relaciones de reciprocidad y cooperación entre ellas y de estas con el Estado y la sociedad; además observarán los principios de justicia, equidad, solidaridad, participación ciudadana, responsabilidad social y rendición de cuentas. Se reconoce y garantiza la naturaleza jurídica propia y la especificidad de todas las universidades y escuelas politécnicas”.

“Art. 18.- Ejercicio de la autonomía responsable. - La autonomía responsable que ejercen las instituciones de educación superior consiste en: 
f) La libertad para elaborar, aprobar y ejecutar el presupuesto institucional. Para el efecto, en el caso de instituciones públicas, se observarán los parámetros establecidos por la normativa del sector público; 
g) La libertad para adquirir y administrar su patrimonio en la forma prevista por la Ley; 
h) La libertad para administrar los recursos acordes con los objetivos del régimen de desarrollo, sin perjuicio de la fiscalización a la institución por un órgano contralor interno o externo, según lo establezca la Ley; e, 
i) La capacidad para determinar sus formas y órganos de gobierno, en consonancia con los principios de alternancia, equidad de género, transparencia y derechos políticos señalados por la Constitución de la República, e integrar tales órganos en representación de la comunidad universitaria, de acuerdo a esta Ley y los estatutos de cada institución. El ejercicio de la autonomía responsable permitirá la ampliación de sus capacidades en función de la mejora y aseguramiento de la calidad de las universidades y escuelas politécnicas”.

Estatuto Orgánico de la Universidad Técnica del Norte:

“Artículo 2.-  La Universidad Técnica del Norte es una Institución de Educación Superior, pública y acreditada, forma profesionales de excelencia, éticos, críticos, humanistas, líderes y emprendedores con responsabilidad social: genera, fomenta y ejecuta procesos de investigación, de transferencia de saberes, de conocimientos científicos, tecnológicos y de innovación; se vincula con la comunidad, con criterios de sustentabilidad para contribuir al desarrollo social, económico, cultural y ecológico de la Región y del País”.

“Artículo 3.- La Universidad Técnica del Norte, será una Universidad, internacional, sustentable, intercultural y humanista, líder en la formación integral e inclusiva con impacto social en el desarrollo de la investigación, innovación, emprendimiento y vinculación, será la respuesta académica a la demanda social y productiva que aporta a la transformación y sustentabilidad”.

Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública:

“Art. 3.- Principios.- Para la aplicación de esta Ley, y priorizando el interés público por encima del privado respetando el marco constitucional y legal, se vigilará la integridad de los procedimientos y contratos que de ella se deriven, en estricto cumplimiento de la normativa. Se observarán especialmente los principios de legalidad, trato justo, participación nacional, seguridad jurídica, concurrencia, igualdad, sostenibilidad, simplificación, transparencia, integridad, del resultado; y, mejor valor por dinero; sin perjuicio de los establecidos en el Código Orgánico Administrativo y en otra normativa que fuere aplicable. Las partes contratantes respetarán el principio de buena fe contractual y siempre procurarán el fiel cumplimiento de las estipulaciones contractuales en el marco de respeto al interés general.”

Reglamento General Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública:

[bookmark: _Hlk212709620]“Art. 62.-Fase preparatoria. - El objetivo de la fase preparatoria es identificar lo que se va a contratar, con la finalidad de satisfacer y cumplir con los objetivos, metas y demandas institucionales, de acuerdo con las competencias y atribuciones, de la entidad contratante.”.

[bookmark: _Hlk212709734]“Art. 63.-Planificación de la compra. - En todo procedimiento de contratación pública, la máxima autoridad de la entidad contratante o su delegado y las personas responsables de la gestión de las adquisiciones, deberán considerar las siguientes directrices de planificación de la compra: 1. Las contrataciones serán solicitadas, autorizadas y ejecutadas con la anticipación suficiente y en las cantidades apropiadas; 2. La ejecución de las contrataciones programadas para el año se realizará tomando en consideración el consumo real, la capacidad de almacenamiento, la conveniencia financiera y el tiempo que regularmente tome el trámite; y, 3. Toda compra que se efectúe o proceso de contratación pública, deberá fundamentarse y limitarse en las competencias institucionales. Sólo por excepción, en las contrataciones por emergencia, no se aplicarán estas directrices generales.”.

“Art. 65.- Determinación de la necesidad y análisis de mejor valor por dinero.- Previo al inicio del procedimiento de contratación, la unidad requirente elaborará un informe de necesidad que justifique la contratación. Dicho informe contendrá el análisis de beneficio, eficiencia y efectividad, considerando la necesidad y capacidad institucional. Asimismo, incorporará un análisis preliminar del mejor valor por dinero, orientado a definir la estrategia de contratación más adecuada, considerando aquellas características que contribuyan a maximizar los resultados del gasto público durante el ciclo de vida del bien, la obra o el servicio objeto de la contratación. 

Para la contratación de seguros, el análisis del mejor valor por dinero estará orientado a maximizar la seguridad jurídica y financiera del riesgo transferido, mediante la evaluación de la amplitud de las coberturas, la idoneidad de los deducibles, la solvencia de los reaseguradores y de los contratos de reaseguro debidamente registrados ante la autoridad competente, así como la eficiencia en la atención y pago de siniestros. En todo caso, prevalecerá la protección e indemnidad del patrimonio público sobre el criterio exclusivo del costo de la prima, garantizando que este último no desvirtúe el alcance ni la finalidad de la cobertura requerida. 

En los procedimientos de contratación integral por precio fijo, bajo la modalidad de ingeniería, procura y construcción (EPC), el informe de determinación de la necesidad deberá incorporar el análisis y la justificación del cumplimiento de los requisitos previstos en el tercer inciso del artículo 57 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública”.


Normas de Control interno de la Contraloría General del Estado:

402-01 “La máxima autoridad de una entidad u organismo del sector público dispondrá a los responsables de las unidades inherentes a la materia, el diseño de los controles que se aplicarán para asegurar que todas las etapas del ciclo presupuestario cumplan con las disposiciones legales, reglamentarias y políticas gubernamentales, sectoriales e institucionales que regulan las actividades del presupuesto. Los responsables de la administración financiera de las entidades del sector público establecerán procedimientos de control interno presupuestario para la programación, formulación, aprobación, ejecución, evaluación, clausura y liquidación del presupuesto institucional. Deberán fijar los objetivos generales y específicos en la programación de ingresos y gastos; y, deberán asegurar la disponibilidad presupuestaria de fondos en las asignaciones aprobadas. Todos los ingresos y gastos estarán debidamente presupuestados; y, en caso de existir valores no considerados en el presupuesto, se procederá con la tramitación de la reforma presupuestaria correspondiente, misma que deberá ser justificada técnica y legalmente en cuanto a su necesidad, reprogramación y priorización correspondiente. En la formulación del presupuesto público se observarán los principios presupuestarios de: universalidad, unidad, programación, equilibrio y estabilidad, plurianualidad, eficiencia, eficacia, transparencia, flexibilidad, especificación, legalidad, integralidad y sostenibilidad; para que el presupuesto cuente con atributos que vinculen los objetivos de la planificación institucional con la administración de recursos, tanto en el aspecto financiero como en las metas fiscales”.

“406-03 Contratación Las entidades y organismos del sector público realizarán las contrataciones para adquisición o arrendamiento de bienes, ejecución de obras y prestación de servicios incluidos los de consultoría, a través del Sistema Nacional de Contratación Pública. La máxima autoridad establecerá los controles que aseguren que las adquisiciones se ajusten a lo planificado, a la vez que determinará los lineamientos con el área requirente que servirán de base para una adecuada administración de las compras de bienes considerando, entre otras, las siguientes medidas: - Las adquisiciones serán solicitadas, autorizadas y ejecutadas con la anticipación suficiente y en las cantidades justificadas técnicamente; y, deberán considerar el tiempo que le toma a cada entidad la realización de un proceso de contratación hasta la adjudicación, a fin de evitar la suscripción de convenios de pago. - La ejecución de las compras programadas para el año se realizará tomando en consideración el consumo promedio mensual y proyectado, la capacidad de almacenamiento, la conveniencia financiera y el tiempo que regularmente toma el trámite, sustentadas en documentos con firmas de responsabilidad, de quien lo elaboró, revisó y aprobó, con la finalidad que revele la necesidad real de la entidad. - La adquisición de bienes con fecha de caducidad, como medicinas y otros, se la efectuará en cantidades que cubran la necesidad en tiempo menor al de caducidad del principio activo (…). En la etapa preparatoria previo a iniciar la contratación, se debe contar con los estudios que justifiquen la compra y respalden el mecanismo utilizado para establecer el presupuesto referencial, considerar el stock de bodega, rotación de inventarios, consumo real y la capacidad de almacenamiento, a fin de que los bienes o servicios a adquirirse sean utilizados dentro del período planificado para garantizar el correcto manejo de los recursos públicos, reduciendo el stock en bodega y evitando su caducidad (…)”.

[bookmark: _Toc241144685]SITUACIÓN ACTUAL / JUSTIFICACIÓN DE COMPRA:  

La unidad requirente deberá describir y sustentar la situación actual que origina la necesidad de contratación, identificando de manera clara el problema, requerimiento o condición que debe ser atendida y su relación con los objetivos, metas, programas, proyectos o actividades institucionales.

El análisis deberá permitir determinar la necesidad real de la contratación, para lo cual se considerará, según corresponda, información como: consumo histórico y proyectado, existencias o stock disponible, capacidad de almacenamiento, estado y disponibilidad de bienes o equipos existentes, contratos vigentes, demanda institucional, número de usuarios beneficiarios, frecuencia de utilización, capacidad operativa, conveniencia financiera y tiempo estimado para ejecutar el procedimiento de contratación.

La unidad requirente deberá evitar justificaciones genéricas y deberá explicar, con información verificable, qué ocurre actualmente, qué necesidad se encuentra insatisfecha y cuáles serían las consecuencias institucionales de no efectuar la contratación.

Para desarrollar este apartado, se deberá indicar como mínimo:

· Situación actual de la dependencia respecto del objeto de contratación.
· Problema o necesidad específica identificada.
· Antecedentes que originan la contratación.
· Población, unidades, áreas o usuarios que serán beneficiados, cuando corresponda.
· Demanda actual y proyectada.
· Recursos o bienes actualmente disponibles.
· Limitaciones existentes para atender la necesidad con los recursos institucionales disponibles.
· Consecuencias o riesgos de no realizar la contratación.
· Relación de la contratación con los objetivos, metas, planes, programas o proyectos institucionales.

2.1 Capacidad Institucional instalada: 

La unidad requirente deberá identificar, describir y analizar la capacidad institucional actualmente disponible para atender la necesidad, considerando, según corresponda, recursos humanos, técnicos, tecnológicos, materiales, infraestructura, bienes y equipos existentes, inventarios o stock, contratos vigentes, capacidad operativa, logística, mantenimiento, disponibilidad presupuestaria u otros medios relacionados con el objeto de contratación.
No será suficiente señalar únicamente que la institución “no cuenta con los recursos necesarios”. Se deberá indicar con qué recursos cuenta actualmente, en qué cantidad o condición se encuentran, qué capacidad de atención permiten y por qué resultan suficientes, insuficientes o inexistentes para cubrir la necesidad identificada.

Cuando corresponda, el análisis deberá sustentarse en información verificable, tales como inventarios, reportes de existencias, estadísticas de consumo, informes técnicos, registros de mantenimiento, contratos vigentes, distribución de personal, cargas de trabajo, capacidad instalada, reportes de utilización u otros documentos relacionados.

[bookmark: _Toc241144686]ANÁLISIS DEL BENEFICIO, EFICIENCIA Y EFECTIVIDAD DE LA CONTRATACIÓN:

El artículo 65 del RGLOSNCP, dispone: “… La determinación de la necesidad
incorporará un análisis de beneficio, eficiencia o efectividad, considerando la necesidad
y la capacidad institucional instalada, lo cual se plasmará en el informe de necesidad de contratación, que será elaborado por la unidad requirente, previo a iniciar un procedimiento de contratación (…)”.

3.1. Análisis del Beneficio:  

Identificación de los beneficios concretos que producirá la contratación para satisfacer la necesidad institucional y cumplir los objetivos y metas institucionales. 

3.2 . Análisis de Eficiencia: 

Análisis de la utilización racional de los recursos públicos y de las alternativas disponibles para atender la necesidad, considerando costos, tiempos y capacidad operativa. 


3.3  Análisis de Efectividad: 

Determinación de los resultados que se espera alcanzar y su vinculación con los objetivos, metas, planes o proyectos institucionales.
[bookmark: _Toc241144687]ANÁLISIS PRELIMINAR DEL MEJOR VALOR POR DINERO:

El artículo 65 del RGLOSNCP, dispone: “(...). Además, incorporará un análisis preliminar de mejor valor por dinero, orientado a definir la estrategia de adquisición más adecuada, considerando los atributos que contribuyan a maximizar los resultados del gasto público durante el ciclo de vida del bien, obra o servicio (…)”.

 El artículo 74 del RGLOSNCP, dispone: Análisis de mejor valor por dinero.- El principio de mejor valor por dinero se aplicará de forma trasversal en todos los procedimientos de contratación pública, orientado a la planificación, selección del procedimiento, evaluación de ofertas y ejecución contractual. 

Para definir la estrategia de adquisición, la entidad contratante deberá realizar un análisis que identifique la alternativa que permita maximizar los resultados del gasto público, considerando no solo el precio, sino también otros atributos relevantes como la calidad, sostenibilidad, innovación, costos del ciclo de vida, desempeño y funcionalidad.

El objetivo de este análisis es determinar de forma preliminar la alternativa de contratación que represente el mejor valor por dinero, considerando no solo el precio, sino también la calidad, eficiencia, riesgos y beneficios durante todo el ciclo de vida del bien, servicio u obra.

	PREGUNTAS PRELIMINARES 
	SI
	NO

	¿Los bienes o servicios son estandarizados y de adquisición frecuente?
	
	

	¿Existe un mercado competitivo de proveedores Calificados?
	
	

	¿El precio refleja por sí solo el mejor valor por dinero?
	
	

	¿Deben priorizarse otros atributos?
	
	



Nota: estas preguntas son preliminares a determinar el mejor valor por dinero, mismo que será definidas en la elaboración del estudio de mercado y términos de referencia o especificaciones técnicas.

[bookmark: _Toc241144688]CONSULTAS PRELIMINARES AL MERCADO: 

De conformidad con el artículo 62.1 del Reglamento General de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública, la unidad requirente determinará, atendiendo a la naturaleza y características de la contratación, si resulta pertinente efectuar consultas preliminares al mercado con el objeto de obtener información técnica, comercial o económica que contribuya a la elaboración de los documentos preparatorios.

Nota: Este apartado será definido en la elaboración del estudio de mercado y términos de referencia o especificaciones técnicas.
[bookmark: _Toc241144689]MECANISMOS A APLICAR:
De conformidad a lo que establece el Art. 1 de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública y la Norma de Control Interno 406-03 del ACUERDO 004-CG-2023, publicado en el Registro oficial Nro. 257 de fecha 27 de febrero de 2023, con el cual se expidió las NORMAS DE CONTROL INTERNO PARA LAS ENTIDADES, ORGANISMOS DEL SECTOR PÚBLICO Y DE LAS PERSONAS JURÍDICAS DE DERECHO PRIVADO QUE DISPONGAN DE RECURSOS PÚBLICOS, la Universidad Técnica del Norte aplicará los procedimientos establecidos en la mencionada Ley, su Reglamento General y las Resoluciones que el SERCOP dicte para el efecto. 
[bookmark: _Toc241144690]PRESUPUESTO REFERENCIAL ESTIMADO: 
El presupuesto referencial será definido dentro del Estudio de Mercado para la Definición del Presupuesto Referencial.
[bookmark: _Toc241144691]ANEXOS:

Documentación de respaldo.
[bookmark: _Toc241144692]FIRMAS DE RESPONSABILIDAD:

Nota:  Los suscribientes deberán estar certificados como operadores del Sistema Nacional de Contratación. (Vigente)

	Elaborado 
	Revisado
	Aprobado

	
Nombres y apellidos
Cargo

Firma
	
Nombres y apellidos
Cargo

Firma

	
Nombres y apellidos
Cargo

Firma





[bookmark: _Toc241144693]NOTA: Las entidades contratantes, en la fase preparatoria, y generado el informe de necesidad, deberán verificar la cobertura a los acuerdos comerciales que ha suscrito el Ecuador, aplicables en materia de contratación pública. En caso de que la contratación se encuentre cubierta por varios acuerdos comerciales, la entidad contratante realizará un único aviso de contratación prevista. (Realizar Acuerdos Comerciales dispuesto en el Art. 11 y 114.2 del Reglamento General de la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública)
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